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ra, pesca, etc.). Aunque existen 
diferentes opiniones respecto 
a cómo cuantificar esos daños, 
se acepta generalmente que el 
impacto del cambio climático es 
ampliamente grave en términos 
económicos y sociales.

El cambio climático y la ne-
cesidad de contener sus efectos 
condiciona el marco en el que 
ya se desenvuelven las políticas 
públicas de la mayoría de los 
países. En este sentido, las polí-
ticas de lucha contra el cambio 
climático se vienen agrupando 
en dos grandes categorías. Por 
un lado, se definen las políti-
cas de mitigación (o descarbo-
nización), que son el conjunto 
de acciones dirigidas a reducir 
las emisiones de gases de efec-
to invernadero, consideradas la 
fuente que provoca y acelera el 
calentamiento global. Por otro 
lado, se encuentran las políticas 
de adaptación, que engloba-
rían aquellas acciones dirigidas 
a limitar los impactos y riesgos 
derivados del cambio climático 
sobre los sistemas ecológicos y 
los sectores económicos. 

El reto climático presenta 
una naturaleza transversal que 
afecta, en mayor o en menor 
medida, a todos los sectores eco-
nómicos, por lo que las políticas 
de mitigación y de adaptación 
deben tener un desarrollo in-

Resumen

El objetivo de este trabajo es confrontar las 
buenas prácticas que identifica el federalismo 
fiscal para el acometimiento del reto climático 
con la praxis que se está desarrollando en  
España. Sobre la base de este análisis, se de-
tallan como segunda ambición de este trabajo 
algunas propuestas de reforma. Para ello, en 
primer lugar, se enmarca la estrategia contra 
el cambio climático de España en los compro-
misos internacionales y europeos asumidos 
por nuestro país. A continuación, se ofrece 
una panorámica de los recientes desarrollos 
del federalismo fiscal respecto del cambio 
climático en las cuatro áreas que conforman 
su objeto de estudio: la atribución de respon-
sabilidades y de poder fiscal entre niveles de 
gobierno, el diseño de un sistema de transfe-
rencias, la capacidad de endeudamiento, y las 
relaciones intergubernamentales. Esta misma 
lógica se aplica al análisis sobre España, que 
concluye en un conjunto de propuestas de 
reforma. 

Palabras clave: cambio climático, federalismo 
fiscal, políticas públicas, España.

Abstract

The aim of this paper is twofold. On the one 
hand, considering the recent developments 
in fiscal federalism, we analyze how Spain 
is addressing the challenge of climate 
change. We first explore the international and 
European commitments acknowledged by 
Spain. Next, we offer an overview of recent 
fiscal federalism developments to tackle 
climate change, focusing on the four pillars 
of fiscal decentralization: the assignment of 
expenditure and revenue responsibilities, the 
design of intergovernmental transfers, and 
borrowing. Based on those insights for the 
Spanish case, the second aim of this paper 
is to propose policy recommendations to 
enhance the efficiency, efficacy, and equity of 
government interventions. 

KeyWords: climate change, fiscal federalism, 
public policies, Spain.

JEL classification: H00, H70.

I.	 INTRODUCCIÓN

EL problema del cambio cli-
mático es una realidad ge-
neralmente aceptada. Sus 

efectos nocivos se muestran en 
todas las áreas del planeta y son 
cada vez más contundentes las 
evidencias científicas que refren-
dan cómo el nuevo contexto cli-
mático es la causa del aumento 
medio de las temperaturas y del 
nivel del mar, la extensión de 
procesos de desertificación, o el 
incremento de otros desastres 
climáticos extremos. 

A diferencia de otros procesos 
de cambio en la climatología que 
se han observado a lo largo de 
la evolución de la Tierra, el con-
senso científico es claro en seña-
lar que es la acción humana, a 
través de la emisión de gases de 
efecto invernadero, la que está 
provocando el calentamiento 
global. Adicionalmente, estas al-
teraciones se están produciendo 
a una velocidad sin precedentes, 
lo que dificulta los procesos de 
adaptación.

Los efectos nocivos del cam-
bio climático sobre la huma-
nidad se proyectan de forma 
directa (nuevas enfermedades, 
efectos de eventos extremos…) y 
de manera indirecta, a través de 
alteraciones en los sistemas eco-
lógicos y productivos (agricultu-
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caso de eventuales incrementos 
impositivos sobre los combus-
tibles fósiles o de aumentos en 
los precios públicos asociados al 
transporte, su aceptación des-
cansa sobre la justicia percibida 
de la medida, la autoubicación 
ideológica –con una leve menor 
sensibilidad de los ciudadanos 
más conservadores– y la infor-
mación concreta que se haya 
trasladado a la ciudadanía sobre 
la oportunidad y naturaleza de 
la propia iniciativa legislativa (Lá-
zaro Touza et al., 2019; Maes-
tre-Andrés et al., 2021; Lázaro 
Touza et al., 2024). 

En tercer lugar, el cambio cli-
mático ya ha impactado en la 
producción de una ingente nor-
mativa que configura una nueva 
realidad jurídica. Además, desde 
el punto de vista de la premura 
para el diseño y ejecución de las 
políticas públicas en aras de lo-
grar la neutralidad climática, la 
Unión Europea se ha situado a 
la vanguardia del compromiso 
político para lograrla. Por con-
siguiente, junto con el resto de 
los socios comunitarios, nuestro 
país se sitúa entre los Estados del 
mundo que han asumido unos 
objetivos más exigentes. A modo 
de ilustración, los objetivos co-
munitarios de reducción de emi-
siones, que ya preveían la conse-
cución de la neutralidad climática 
en 2050, se han acelerado, por 
cuanto la Unión Europea asumió 
el objetivo de reducir en un 55 por 
100 (inicialmente, un 40 por 100) 
las emisiones netas de gases de 
efecto invernadero para 2030 

(7). Aunque la normativa para la 
reducción de emisiones diferencia 
entre las obligaciones de los sec-
tores difusos, de aquellos otros 
sujetos al comercio de derechos 
de emisión todos ellos deben 
adaptarse a la nueva realidad 
climática y contribuir a la descar-
bonización de la economía (8). 

tegral. Desde el punto de vista 
de la planificación estratégica 
en el diseño de políticas, el reto 
climático puede afrontarse a tra-
vés de políticas estrictamente 
medioambientales, como los de-
rechos de emisión, y también 
a través de una planificación 
estratégica en el resto de las 
políticas generales, en las que 
se puedan incorporar objetivos 
climáticos como, por ejemplo, 
la eficiencia energética en edifi-
caciones (1).

A resultas de lo anterior, el 
cambio climático impone un 
problema de gobernanza global 
que, en el caso de la economía 
pública, abre una nueva agenda 
(De Mello y Martínez Vázquez, 
2022). Cuatro razones conca-
tenadas explican la afirmación 
anterior. 

En primer lugar, es bien co-
nocido que las estimaciones pro-
yectan una considerable hetero-
geneidad en el grado de impacto 
negativo del cambio climático 
en los sectores públicos de los 
diferentes Estados, pero ningu-
no de ellos escapa a sus efectos 
(ilustrativamente, FMI, 2023; 
Cevik y Jalles, 2023a; Black et al., 
2024) (2). En el caso de España, es 
uno de los Estados de la Unión 
Europea más expuestos al ries-
go climático, tanto por lo que 
hace a la emergencia de shocks 
temporales importantes como a 
la aparición de peores condicio-
nes climáticas estructurales para 
el crecimiento potencial de la 
economía. Sirvan como ejemplo 
Amblar Francés et al. (2017), 
AEMET (2019), Ministerio para 
la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico (2020) o Gagliardi 
et al. (2022) (3). 

En segundo lugar, el grado 
de desarrollo económico de los 
Estados condiciona el nivel de 
instrumentos y capacidades para 

afrontar el reto climático. Una 
cuestión que resulta especial-
mente importante en lo que se 
refiere a la recuperación del im-
pacto de crecientes desastres 
naturales derivados del calen-
tamiento global (Cevik y Jalles, 
2022) (4). Además, alcanzar la 
neutralidad climática no puede 
ignorar que tanto los acuerdos 
internacionales como las me-
didas adicionales aprobadas 
por los diferentes países influ-
yen sobre el crecimiento econó-
mico potencial a futuro de los 
distintos sectores económicos 
(Chateau et al., 2022; Timilsina, 
2022; Levinson, 2023 [5]). 

Por todo ello, la aceptación 
social y la legitimidad de las polí-
ticas públicas para descarbonizar 
la economía resultan cruciales 
para su éxito (Hallegatte et al., 
2023). La evidencia empírica 
muestra las bondades de la edu-
cación y la conciencia climática 
como palancas positivas para 
lograr el compromiso de la ciu-
dadanía hacia las políticas públicas 
de descarbonización (Angrist et al., 
2023; Cascavilla, 2023). En todo 
caso, el apoyo también depende 
del efecto coste-beneficio per-
sonal y de la progresividad de 
la medida (Dabla-Norris et al., 
2023) (6). Finalmente, de forma 
importante en entornos política-
mente polarizados, el modo en 
el que se trasladen los mensajes 
políticos para lograr el apoyo de 
la ciudadanía es fundamental 
para la aceptación de las distin-
tas iniciativas legislativas (Herberz 
et al., 2023). 

En el caso de España, la socie-
dad se muestra muy mayoritaria-
mente sensible a los riesgos que 
entraña el calentamiento global, 
pero la aceptación de medidas 
fiscales que coadyuven a la des-
carbonización depende de la 
medida concreta que sea puesta 
sobre la mesa. Por ejemplo, en el 
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directa permitan lograr los obje-
tivos climáticos, sino también se 
entroniza su rol como regulador 
de la actividad que pueda desa-
rrollar el sector privado en aras 
de afrontar el reto climático. 

Comenzando por el ámbito 
de la coordinación supranacional 
y multilateral, diversos acuerdos 
internacionales han contribuido 
a la sensibilización sobre el pro-
blema climático y a considerarlo 
un objetivo prioritario. En pri-
mer lugar, la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático (CMNUCC)
puso de relieve la necesidad de 
configurar un marco de coope-
ración a nivel internacional con 
el fin de facilitar que todos los 
Estados pudieran hacer frente a 
los riesgos derivados del cambio 
climático. Uno de los principa-
les logros de dicha convención 
fue el denominado «Acuerdo 
de París de las Naciones Unidas» 
(2015), que logró establecer un 
compromiso multilateral en la 
reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero dirigido a 
evitar el incremento de la tempe-
ratura global por debajo de 2 °C. 
Asimismo, el acuerdo plantea un 
compromiso de reducción mun-
dial paulatina de dichos gases 
hasta llegar en 2050 a una situa-
ción de neutralidad climática.

El otro gran acuerdo inter-
nacional impulsor de la agenda 
de políticas públicas de lucha 
contra el cambio climático es la 
Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible (2015) de la ONU. 
Dicha Agenda tiene la preocu-
pación medioambiental entre 
sus ejes vertebradores. Así, de 
los 17 Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (en adelante, ODS) 
definidos en la Agenda, seis 
guardan relación directa con 
el medioambiente y, de forma 
especial, el Objetivo 13 («Ac-
ción por el clima» ) dirigido a 

objeto de estudio impone una se-
lección subjetiva de las cuestiones 
que, a nuestro juicio, merecen una 
especial y mayor atención por parte 
de los decisores públicos. 

El trabajo se estructura como 
se detalla a continuación. Tras 
esta sección introductoria, la si-
guiente ofrece un sucinto panora-
ma sobre las estrategias de lucha 
contra el cambio climático a nivel 
internacional, europeo y nacio-
nal. La tercera sección resume los 
desarrollos sobre los pilares que 
conforman el análisis del federa-
lismo fiscal para el diseño efectivo 
de políticas públicas contra el 
cambio climático –la asignación 
de responsabilidades entre nive-
les de gobierno, la atribución de 
competencias sobre los ingresos, 
incluido el recurso y los límites al 
endeudamiento y el diseño de un 
sistema de transferencias, y las 
relaciones intergubernamenta-
les–. La cuarta sección confronta 
los desarrollos anteriores con el 
caso de España. La última sec-
ción presenta las consideraciones 
finales, entre las que se incluyen 
algunas propuestas de reforma 
para España. 

II.	 UN BREVE PANORAMA 
INTERNACIONAL Y 
NACIONAL DE LAS 
ESTRATEGIAS DE LUCHA 
CONTRA EL CAMBIO 
CLIMÁTICO 

La necesidad de desarrollar 
políticas públicas de mitigación 
y adaptación al cambio climático 
viene respaldada por diversas 
estrategias en el ámbito inter-
nacional, europeo y nacional. 
En todas ellas se considera el 
cambio climático como un mal 
global que precisa de la acción 
del sector público para comba-
tirlo. De hecho, el papel de los 
Estados no se circunscribe al im-
pulso de políticas que de forma 

Finalmente, como cuarta razón 
que fundamenta la aparición de 
una nueva agenda para la eco-
nomía pública se encuentra la 
organización territorial político-
administrativa de cada Estado. 
Aunque la configuración terri-
torial no resulta determinante 
per se en el ámbito climático, sí 
influye decisivamente en cómo 
puede y/o debe recomendarse 
la articulación de políticas públi-
cas exitosas, pues cada realidad, 
también las descentralizadas, es 
única (Blanco Valdés, 2012). En 
este punto, existe un consenso 
en la literatura acerca de la ne-
cesidad de que, tomando como 
punto de partida la distribución 
de competencias entre los di-
ferentes niveles territoriales de 
la Administración, todos ellos 
deban coadyuvar al impulso de 
políticas públicas que combatan 
el cambio climático, especial-
mente en las realidades institu-
cionales más descentralizadas 
y/o de naturaleza federal (OCDE, 
2020; Martínez-Vázquez, 2021; 
Dougherty y Montes, 2023; De 
Mello y Ter-Minassian, 2023; 
Martínez-Vázquez y Zahir, 2023; 
Fenna et al., 2023) (9). 

Al efecto, España es uno de 
los Estados más descentralizados 
del mundo (López-Laborda et al., 
2023), por lo que la transver-
salidad de las políticas públicas 
enfocadas a mitigar el cambio 
climático motiva la oportunidad 
de incorporar las herramientas y 
la evidencia que proporciona el 
federalismo fiscal para mejorar 
el propio diseño de aquellas.

Ese es el doble objetivo de este 
trabajo. En primer lugar, ofrecer un 
análisis desde los desarrollos que 
proporciona el federalismo fiscal 
para el acometimiento del reto cli-
mático en España. Sobre la base de 
este análisis, en un segundo esta-
dio, se ofrecen algunas propuestas 
de reforma. La magnitud del tema 
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dades responsables de aplicarlas. 
Estos programas de trabajo se 
elaboran a partir de las aporta-
ciones de 18 ministerios, además 
de las consideraciones sugeridas 
por diversas agencias estatales 
y organismos autónomos. Asi-
mismo, se ha creado la Oficina 
Española de Cambio Climático, 
con rango de Dirección General, 
a la que se le encomienda la eva-
luación del propio Plan.

Por otra parte, en el marco de 
sus competencias, las comuni-
dades autónomas han aprobado 
planes y/o programas en materia 
climática, en los que se impulsan 
diferentes iniciativas, y que pue-
den reforzar los objetivos mínimos 
definidos a nivel nacional (Alda-
Fernández y Ramos, 2024). La 
plataforma AdapteCCa (10) reúne 
información sintética sobre ello y 
permite conocer las acciones que 
a nivel autonómico se desarrollan 
en nuestro país. En este sentido, 
algunas comunidades autóno-
mas, como Andalucía, Cataluña 
o Baleares, incluso han aprobado 
leyes de cambio climático. 

Por último, la mayoría de 
grandes ciudades, en el marco 
de la legislación estatal y au-
tonómica, han elaborado es-
trategias de actuación frente 
al cambio climático (Ministerio 
para la Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico, 2020). En el 
mismo sentido, las diputaciones 
provinciales también vienen rea-
lizando múltiples acciones en el 
marco de sus competencias. 

III.	 EL CAMBIO CLIMÁTICO 
DESDE EL FEDERALISMO 
FISCAL: UN RETO DE 
PARTIDA

El cambio climático contie-
ne un impacto fiscal transversal 
para los Estados que se proyecta 
sobre todas sus áreas financiero-
presupuestarias (ilustrativamen-

adoptar medidas urgentes con-
tra el cambio climático. Tam-
bién otros cinco ODS resultan 
afectados por los impactos que 
viene mostrando el cambio cli-
mático en los territorios más 
vulnerables.

En el ámbito regional, de-
bemos destacar desde el punto 
de vista de España el liderazgo 
ejercido por la Unión Europea en 
todo lo que se refiere a las polí-
ticas de lucha contra el cambio 
climático. Varios son los hitos 
europeos en este ámbito. 

En primer lugar, la Estrategia 
Europea de Adaptación al Cambio 
Climático (2013), que fue con-
cebida como una iniciativa en la 
que dotaba de preeminencia a 
las políticas de lucha contra el 
cambio climático. Dicha estrategia 
incorporaba elementos de interés 
y apoyo a los Estados miembros 
para la adopción de estrategias 
de adaptación climática, como 
una amplia financiación para im-
pulsar dichas políticas (a través 
del programa LIFE), o la conside-
ración transversal de las medidas 
de adaptación al cambio climático 
en las grandes políticas europeas, 
como la Política Agrícola Común, 
la Política de Cohesión o la Política 
Pesquera Común. 

En segundo lugar, la Estrategia 
Europea a Largo Plazo «Un plane-
ta limpio para todos» (2018), cuyo 
objetivo es hacer una planificación 
a largo plazo de las diversas accio-
nes tendentes a lograr los objeti-
vos de reducción de calentamien-
to global acordados en el Acuerdo 
de París (conseguir la neutralidad 
climática en el 2050). Y, además, 
hacerlo de forma sostenible, en 
línea con los ODS. 

En tercer lugar, pero con una 
especial relevancia, cabe desta-
car el denominado Green Deal o 
«Pacto Verde Europeo» (2019), 

que vincula directamente el con-
junto de las políticas de la Unión 
Europea orientadas a la lucha 
contra el cambio climático. El 
Pacto Verde plantea una acción 
integral, pues comprende todos 
los sectores que pueden tener 
influencia en el medioambiente: 
energía, industria, transporte, 
construcción, alimentación, etc. 
Además, despliega su acción 
en diversos niveles. Por un lado, 
trata de implementar en todas 
esas áreas prácticas sostenibles 
que permitan reducir los proble-
mas medioambientales. Y, por 
otro lado, introduce también 
medidas urgentes destinadas a 
yugular algunos de los principa-
les problemas.

A nivel interno, en España 
este impulso ha sido continua-
do con un compromiso firme 
contra el cambio climático que 
se refleja en distintas iniciativas 
lideradas por diferentes niveles 
de gobierno, y que aparecen 
coordinadas desde el Ministerio 
para Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico. 

Al efecto, y, en el ámbito 
del Gobierno central, destaca 
como principal instrumento el 
denominado Plan Nacional de 
Adaptación al Cambio Climá-
tico (PNACC) 2021-2030, que 
se define como «el instrumen-
to de planificación básico para 
promover la acción coordinada 
y coherente frente a los efectos 
del cambio climático en España 
(…) para fomentar la resiliencia 
y la adaptación frente al cambio 
climático e incluirá la adaptación 
frente a impactos en España de-
rivados del cambio climático que 
tiene lugar más allá de las fron-
teras nacionales» (art. 17, Ley 
7/2021). El Plan se estructura en 
diversos programas de trabajo 
sucesivos en los que se detallan 
las medidas a aplicar en cada pe-
ríodo y se informa sobre las enti-
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nivel de prestaciones y servicios 
públicos, como por la existen-
cia de una heterogeneidad en 
la distribución espacial de la 
capacidad fiscal. Tres recomen-
daciones emergen de los desa-
rrollos de la teoría. En primer 
lugar, el diseño del poder fiscal 
debe incentivar la aplicación 
del principio de beneficio en la 
mayor medida posible. En se-
gundo lugar, las competencias 
tributarias subnacionales debe-
rían dirigirse a la exacción de 
impuestos que recaigan sobre 
bases imponibles relativamen-
te más inmóviles y, por tanto, 
que sean menos susceptibles 
de quedar atrapadas por la 
competencia fiscal interregio-
nal. Finalmente, en el caso de 
impuestos comunes, las reco-
mendaciones derivadas de las 
mejores prácticas evidenciadas 
sugieren la limitación del poder 
fiscal subnacional a la fijación de 
tipos impositivos, estableciendo, 
por tanto, umbrales mínimos de 
presión fiscal (12). 

Si se tiene en cuenta la he-
terogeneidad existente entre la 
capacidad fiscal de los Gobiernos 
subcentrales, una realidad de la 
que no escapa ninguno de los 
Estados, la necesidad de contar 
con un sistema de transferencias 
deviene la consecuencia lógica 
en aras de conseguir una míni-
ma suficiencia financiera. Para 
el diseño del sistema de transfe-
rencias, la teoría recomienda, en 
primer lugar, atender al objetivo 
de la propia transferencia.

Las transferencias pueden orien-
tarse a diferentes fines, como la 
nivelación, la corrección de exter-
nalidades, el desarrollo regional, la 
estabilización del ciclo económico 
o el ejercicio del poder fiscal del 
nivel central para el logro de metas 
nacionales (13). A resultas de la 
multiplicidad de objetivos men-
cionada, la teoría recomienda las 

adaptación y la innovación en el 
diseño y desarrollo de políticas 
públicas. Además, la propia proxi-
midad a la ciudadanía genera 
mejoras desde el punto de vista 
de la rendición de cuentas de los 
decisores públicos (Oates, 1972). 

Adicionalmente, para conjugar 
eficiencia y equidad, la asignación 
de funciones debe diseñarse de 
forma que exista una autonomía 
real, pero minorando las externa-
lidades y aprovechando las eco-
nomías de escala. De ahí que se 
recomiende que las funciones de 
estabilización y redistribución sean 
desempeñadas por el nivel central 
(Musgrave, 1959). 

Sin perjuicio de lo anterior, la 
distribución de funciones entre 
niveles de gobierno debe ser 
lo más clara posible, cobrando 
especial relevancia en el caso 
de competencias compartidas 
y/o concurrentes qué ámbito 
de cada competencia queda 
atribuido a cada nivel territorial 
de la Administración (Martínez- 
Vázquez y Timofeev, 2007).

Como contrapartida de la 
asignación de funciones, la dis-
tribución del poder fiscal entre 
niveles de gobierno debe asegu-
rar una financiación que permita 
el ejercicio de las funciones que 
cada uno de aquellos tengan 
asignadas, tanto desde el punto 
de vista técnico como presu-
puestario. Idealmente, todas 
las Administraciones deberían 
colmar el principio de suficien-
cia, financiándose con recursos 
sufragados exclusivamente por 
los ciudadanos que vivan en sus 
respectivas demarcaciones terri-
toriales (Olson, 1969). 

Sin embargo, el principio an-
terior debe reconducirse tanto 
por razones de equidad, rela-
cionadas con la provisión de un 
mínimo estándar común en el 

te, FMI, 2023). De ahí que una 
creciente literatura tenga como 
objetivo conectar los desarro-
llos del federalismo fiscal con la 
consecución de la neutralidad 
climática. Un primer resultado 
de esta línea de investigación 
es la necesaria concurrencia de 
los Gobiernos subcentrales en 
las políticas climáticas, pero tam-
bién la indispensable y correlativa 
adaptación de los desarrollos teó-
ricos al nuevo contexto (Martínez- 
Vázquez, 2021; Dougherty y 
Montes Nebreda, 2023; De Mello 
y Ter-Minassian, 2023). 

Esta sección ofrece una pano-
rámica sucinta sobre la conexión 
entre el logro de los objetivos de 
mitigación y adaptación climá-
ticas y las mejores prácticas que 
identifica el federalismo fiscal en 
relación con las áreas que con-
figuran su objeto de estudio: la 
atribución de responsabilidades 
entre niveles de gobierno, la distri-
bución de competencias sobre los 
ingresos, el diseño de un sistema 
de transferencias, la capacidad de 
endeudamiento, y las relaciones 
intergubernamentales. El siguien-
te epígrafe resume los resultados 
generales de la teoría para, en un 
segundo epígrafe, incidir en los 
matices que introduce el diseño y 
ejecución de políticas asociadas a 
lograr la neutralidad climática. 

1.	Una sucinta aproximación 
a los desarrollos del 
federalismo fiscal (11)

Comenzando por la asigna-
ción de competencias entre ni-
veles de gobierno, los desarrollos 
de la literatura enfatizan cómo las 
ventajas de eficiencia y equidad 
derivables de la descentraliza-
ción descansan sobre una mayor 
proximidad a los ciudadanos. Esta 
mayor proximidad permite a los 
Gobiernos subnacionales detectar 
diferentes necesidades y preferen-
cias; lo que, a su vez, estimula la 
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2021; De Mello y Ter-Minassian, 
2023). En este punto, existen 
muchas evidencias empíricas 
sobre la contribución de políti-
cas desarrolladas por Gobiernos 
subcentrales a la mejora de los 
resultados climático-medioam-
bientales, especialmente en polí-
ticas de mejora de la calidad del 
aire urbano y en políticas de adap-
tación a desastres naturales (16).

Consecuentemente, deberá 
prestarse una atención prefe-
rente al principio de subsidia-
riedad para lograr una mayor 
adaptación a la heterogeneidad 
espacial de las preferencias ciu-
dadanas (Fay et al., 2017). Y ello, 
sin perjuicio de la definición de 
unos estándares mínimos a nivel 
central que conjuguen una homo-
geneidad suficiente para embridar 
las externalidades con el respeto a 
la autonomía de los Gobiernos sub-
centrales y evitar nefastos procesos 
de competencia fiscal a la baja (17). 

La literatura subraya las bon-
dades de contar con una estrate-
gia nacional para la lucha contra 
el cambio climático que, entre 
otras cosas, defina claramente las 
funciones o roles que los distin-
tos niveles territoriales de la Ad-
ministración deben asumir. Ello 
supone, simultáneamente, una 
eventual redefinición transversal 
en la asignación de las responsa-
bilidades de gasto y la introduc-
ción de nuevas instituciones de 
coordinación y cooperación entre 
Administraciones para el logro de 
la neutralidad y adaptación climá-
ticas (Nelson et al., 2014; Ponce-
Rodríguez et al., 2018; Smoke y 
Cook, 2022; Martínez-Vázquez 
y Zahir, 2023). De hecho, la des-
carbonización de la economía 
supone acometer en un corto es-
pacio de tiempo el cumplimiento 
de una densa agenda legislati-
va que incide en la actuación de 
todos los niveles territoriales de la 
Administración (18). 

que, sobre el papel, están dise-
ñadas de manera muy similar. 

2.	El federalismo fiscal 
ante el reto del cambio 
climático

Como se ha tratado de poner 
de relieve en la introducción, 
no debe circunscribirse el logro 
de los objetivos de mitigación y 
adaptación climáticas a las polí-
ticas más nítidamente medioam-
bientales (incluso la etiqueta 
medioambiental puede resultar 
controvertida en diferentes rea-
lidades institucionales [14]). De 
hecho, los marcos estadísticos 
y presupuestarios de muchos 
países no incluyen una referen-
cia específica para calificar las 
distintas políticas como «políti-
cas de cambio climático» y esta 
calificación resulta especialmente 
difícil cuando existen programas 
transversales con algunos efectos 
medioambientales (15). 

Lo que sí parece generalmen-
te aceptado es que el nuevo es-
cenario condiciona la aplicación 
de los desarrollos del federalismo 
fiscal. Con las cautelas expuestas, 
este epígrafe describe las que, a 
nuestro juicio, resultan las prin-
cipales cuestiones de interés. En 
primer lugar, por lo que respec-
ta a la asignación de funciones 
entre niveles de gobierno, la na-
turaleza de mal público global 
inherente al cambio climático re-
comendaría un papel destacado 
del nivel central. El argumento, 
siguiendo las recomendaciones 
de la teoría, sería que, cuanto 
mayor es la externalidad, mayor 
debe ser el nivel de gobierno 
encargado de remediarla. No obs-
tante, esto deberá valorarse caso 
por caso mediante un análisis del 
que se derivará la oportunidad de 
definir el grado de participación de 
cada uno de los niveles de la Admi-
nistración (García-Valiñas, 2004; 
Stern, 2006; Martínez-Vázquez 

bondades de que cada fondo en 
los que se articule una transferencia 
tenga un solo objetivo (Boadway 
y Shah, 2007), condicionando la 
propia aplicación de los fondos a 
las metas para las que se haya dise-
ñado la transferencia.

La asignación de poder fis-
cal y el diseño de un sistema de 
transferencias debe convivir con la 
existencia de reglas fiscales que li-
miten el endeudamiento, pues los 
desarrollos del federalismo fiscal 
enfatizan las bondades de contar 
con una restricción presupues-
taria dura (Ter-Minassian, 1997; 
Rodden et al., 2003). Con todo, 
el recurso al endeudamiento en el 
marco de la estabilidad y sosteni-
bilidad financieras de las Adminis-
traciones, al igual que en el caso 
de las empresas, no es pernicioso 
per se, sino que su oportunidad 
reside en que exista capacidad de 
reembolso tanto de los intereses 
como del capital y que se empleen 
para la financiación de gastos de 
inversión, y no para cubrir gasto 
corriente. Por ello, adentrándo-
nos en el ámbito de las relaciones 
intergubernamentales, desde el 
punto de vista del recurso al en-
deudamiento fundamental resulta 
la coordinación entre niveles de 
gobierno, de forma que se eviten 
duplicidades o, dicho de otro 
modo, inversiones que devengan 
costes hundidos (Bahl y Martínez-
Vázquez, 2022). 

Con perspectiva general, esta 
necesidad de coordinación co-
loca a las relaciones interguber-
namentales como la clave de 
bóveda sobre la que descansa 
la eficacia de cualquier Estado 
descentralizado (Hankla, 2008; 
Eaton et al., 2011; Weaver, 
2020). Tanto las instituciones 
políticas como los mecanismos 
de coordinación de naturaleza 
técnica, incluidas las institucio-
nes informales, explican el mejor 
o peor desempeño de realidades 
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tral, con la posibilidad de que, 
sobre la base de estándares co-
munes a nivel subcentral, estas 
Administraciones pudieran incre-
mentar los tipos mínimos comu-
nes para evitar la competencia 
fiscal nociva y, especialmente, 
races to the bottom (20).

En la Unión Europea, la fisca-
lidad medioambiental definida en 
los términos anteriores sigue con-
tribuyendo de una forma menor al 
presupuesto. Este resultado es aún 
más acusado en el caso de España 
(Delgado et al., 2022; Directorate-
General for Taxation and Customs 
Union, 2024). A nuestro juicio, el 
reto climático ofrece la necesidad 
y la oportunidad de acometer un 
rediseño integral de los sistemas 
tributarios (21).

De forma complementaria, las 
diferencias entre la capacidad fis-
cal y necesidades de gasto de los 
Gobiernos subcentrales motivan 
la necesidad del establecimien-
to de un sistema de transferen-
cias intergubernamentales. De 
hecho, en el ámbito climático la 
cuantía de muchas inversiones 
a acometer para lograr la des-
carbonización e incrementar la 
capacidad de adaptación reco-
mendaría, por acción de las eco-
nomías de escala, su asunción 
por parte del nivel central. 

En este punto, de nuevo, debe 
ser la consideración de cada una 
de las actuaciones a realizar de la 
que se derive la oportunidad para 
la participación de los Gobier-
nos subcentrales (que también 
puede ser de forma colegiada 
para garantizar el respeto por la 
autonomía que se haya plasmado 
constitucionalmente [22]). Así, 
aunque las grandes inversiones 
de infraestructura de adaptación 
climática suelen ser realizadas 
y financiadas por los Gobiernos 
regionales o centrales, también 
existen muchos proyectos de 

En lo que atañe a la asigna-
ción de poder fiscal a los Go-
biernos subcentrales, debe pre-
cisarse, en primer lugar, que la 
tributación en el marco del cam-
bio climático tiende a asociarse 
con la imposición medioambien-
tal. Así, con base en la experien-
cia comparada, las principales 
actividades sobre las que se es-
tablecen tributos son la energía 
(producción y consumo), la con-
taminación, el transporte y los 
recursos naturales. 

Al igual que pasa con las po-
líticas de gasto, resulta difícil 
en todos los casos cuantificar y 
etiquetar las políticas de ingre-
sos como verdes u orientadas al 
medioambiente. En primer lugar, 
no existe consenso generaliza-
do en lo que debe considerarse 
como un impuesto verde. En se-
gundo lugar, algunos impuestos 
orientados a otros fines pueden 
tener alguna cláusula con orien-
tación medioambiental, por lo 
que existe la duda de si deben 
catalogarse como verdes. Final-
mente, el diseño del conjunto del 
sistema fiscal debe proveer los 
recursos suficientes para, como 
se incide líneas abajo, acometer 
las grandes inversiones asociadas 
al logro de la descarbonización 
de la economía, así como pre-
pararla para su adaptación a los 
efectos del cambio climático. 

En el ámbito más nítidamen-
te medioambiental, el uso del 
poder fiscal subcentral tiende a 
focalizarse en el diseño de im-
puestos y otros ingresos no tri-
butarios (recargos, tasas, tarifas 
de uso, etc.) de tipo piguoviano 
que estén dirigidos a internalizar 
el coste medioambiental que 
genera la actividad económica 
siguiendo el principio de «quien 
contamina paga». El tamaño de 
las externalidades en liza reco-
mendaría el establecimiento de 
tributos a nivel central/subcen-

Dicho con otras palabras, la 
transversalidad de la dimensión 
climática supone que el papel 
de las relaciones interguberna-
mentales se acreciente conside-
rablemente. En consecuencia, la 
constitución de mecanismos de 
decisión ágiles y participativos 
deviene crucial a fin de evitar in-
eficiencias y dilaciones excesivas, 
especialmente si se considera el 
nivel de exigencia de los plazos. 

De cara a configurar escena-
rios en los que la participación 
de los Gobiernos subcentrales 
no sea residual, deben tenerse 
en cuenta las debilidades para 
la provisión descentralizada, en 
particular, la posible falta de ca-
pacidad administrativa en tér-
minos de medios personales y 
financieros. Esta cuestión es es-
pecialmente relevante para que 
muchos Gobiernos de menor 
tamaño puedan coadyuvar al 
despliegue de las políticas que 
persiguen el logro de la neu-
tralidad climática. En no pocas 
ocasiones, los recursos humanos 
y financieros con los que cuentan 
los niveles inferiores de la Admi-
nistración son insuficientes para 
desarrollar políticas locales que 
puedan cumplir con los estánda-
res medioambientales establecidos 
centralmente –recogida de resi-
duos urbanos, control de calidad 
del agua, protección de acuífe-
ros, etc.–. De hecho, los intereses, 
las necesidades y, sobre todo, las 
posibilidades de actuación de 
los Gobiernos más pequeños 
pueden situarse alejados de los 
grandes planteamientos globa-
les. De nuevo, resulta necesario 
enfatizar la necesidad de contar 
con un elevado nivel de coordi-
nación intergubernamental para 
que los Gobiernos de menor ta-
maño se sientan partícipes de di-
chos objetivos y cuenten con un 
importante respaldo financiero y 
de capital humano para el desa-
rrollo de políticas climáticas (19). 
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nimizar el coste de la deuda emi-
tida. A su vez, también debe 
valorarse la posibilidad de avan-
zar en la innovación financiera e 
introducir criterios climáticos en 
la naturaleza de la propia deuda, 
los denominados bonos verdes. 

IV.	 EL FEDERALISMO 
CLIMÁTICO EN 
ESPAÑA: SITUACIÓN Y 
PERSPECTIVAS

El objetivo de esta sección es 
confrontar los desarrollos de la 
teoría del federalismo fiscal con 
la situación y perspectivas de las 
políticas públicas que se están 
desarrollando en España. Al hilo 
del análisis, ya en la última sec-
ción, se ofrecen algunas pro-
puestas de mejora fundamen-
tadas en las mejores prácticas 
observadas. 

De partida, debe reconocerse 
la inmensidad de las iniciativas 
que se están desplegando en 
pos de alcanzar la neutralidad 
climática y una capacidad más 
alta de adaptación a los efectos 
del cambio climático. Por ello, de 
nuevo debemos poner de relieve 
que la magnitud del tema objeto 
de estudio obliga a una selección 
subjetiva de las cuestiones que 
consideramos más relevantes. 

Para facilitar el seguimiento 
de la lectura, la exposición per-
seguirá la línea argumental de 
la sección precedente en torno a 
los pilares que conforman el ob-
jeto de estudio del federalismo 
fiscal: atribución de responsabi-
lidades entre niveles de gobier-
no, asignación de competencias 
sobre los ingresos, el diseño de 
un sistema de transferencias, 
límites al endeudamiento y rela-
ciones intergubernamentales.

En lo que atañe a la atribu-
ción de responsabilidades entre 
niveles de gobierno, el punto de 

La adaptación de los desa-
rrollos del federalismo fiscal al 
diseño de sistemas y programas 
de transferencias que coadyuven 
al logro de la neutralidad climá-
tica y a afrontar la ocurrencia de 
desastres naturales no supone, 
prima facie, una quiebra de la 
evidencia sobre las bondades 
de la estabilidad presupuestaria. 
No obstante, lo que sí puede 
introducirse en este ámbito res-
pecto de las recomendaciones 
generales del federalismo fiscal 
tiene que ver con dos cuestiones 
fundamentales. 

De un lado, debe asegurarse 
que la restricción presupuesta-
ria dura pueda convivir con la 
excepción que supone la finan-
ciación de la recuperación del 
impacto de desastres natura-
les. Dicho con otras palabras, 
al igual que se ha constatado 
experiencia reciente derivada de 
la crisis de la COVID-19 (Makin 
y Leyton, 2021), las consecuen-
cias del calentamiento global ya 
están suponiendo la necesidad 
de movilizar recursos frente a 
situaciones de excepción que 
cada vez resultan más frecuentes 
a escala global. En este sentido, 
los altos niveles de deuda, sobre 
todo en el caso de algunos de 
los Estados más desarrollados, 
pueden suponer una dificultad 
añadida para lograr esos recur-
sos (Martínez-Vázquez, 2021). 

Simultáneamente a lo an-
terior, el acometimiento de las 
inversiones necesarias para des-
carbonizar la economía e incre-
mentar la capacidad de adapta-
ción implica conceder un cierto 
margen fiscal a los sectores pú-
blicos que, en todo caso, debe 
asegurar su sostenibilidad finan-
ciera a largo plazo (Gagliardi 
et al., 2022). Por tanto, resulta 
clave la valoración de qué nivel 
territorial de la Administración 
está en mejor posición para mi-

ámbito local que requieren de 
nuevas inversiones y gastos re-
currentes de mantenimiento. A 
modo de ejemplos pueden citar-
se la protección ante las crecidas 
de los ríos o del nivel del mar, o 
los refugios climáticos frente al 
aumento de temperaturas. 

En ausencia de un sistema de 
transferencias específico, mu-
chos Gobiernos locales no pue-
den financiar estas inversiones. 
Esta insuficiencia se acrecienta, 
además, cuando los objetivos 
son ambiciosos y vienen fijados 
por un nivel de gobierno supe-
rior que no ofrece contrapartidas 
financieras para lograrlos.

La incorporación transversal 
de la perspectiva ambiental en 
las diferentes transferencias inter-
gubernamentales, como las de-
nominadas «transferencias fisca-
les intergubernamentales verdes» 
(Busch et al., 2021), puede servir 
como elemento de coordinación 
de las agendas de los distintos 
niveles de gobierno. Esta coordi-
nación puede articularse por di-
versas vías: a) vinculando las trans-
ferencias verticales de fondos a los 
mayores costes que pueden tener 
el desarrollo de proyectos con im-
pacto medioambiental; b) inclu-
yendo variables medioambientales 
en el cálculo de las necesidades de 
gasto en las fórmulas de asigna-
ción de transferencias horizonta-
les de nivelación; o c) dedicando 
transferencias condicionadas es-
pecíficas dedicadas a proyectos 
medioambientales (Dougerthy 
y Montes, 2023). Además, en 
todos los casos la transferencia 
de fondos puede condicionar-
se a lo largo del tiempo en fun-
ción de los resultados alcanzados  
(Martínez-Vázquez, 2021). La fija-
ción de la condicionalidad puede 
estar relacionada con el logro de 
mejoras en la calidad del aire o 
en la reducción del consumo de 
agua, por ejemplo.
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rales con base en la legislación 
básica en el ámbito climático re-
quiere de una asignación de res-
ponsabilidades funcionales que 
sea lo más clara posible, logran-
do un equilibrio entre el control 
central, de arriba hacia abajo, y 
la discrecionalidad subnacional, 
de abajo hacia arriba. Aunque 
siempre resulta muy complicada 
una reasignación legislativa de 
competencias, los Planes Estra-
tégicos Nacionales abren opor-
tunidades de mayor clarificación, 
ordenación y coordinación. 

En todo caso, la mencionada 
inexistencia de un título compe-
tencial «cambio climático» supone 
que el análisis de a qué nivel de 
gobierno corresponde qué debe 
seguir, en lo que resulte controver-
tido la doctrina constitucional. Y, 
sirva como ejemplo de clarificación 
ad hoc la sentencia del Constitu-
cional (87/2019) que resolvió el 
recurso contra la ley catalana de 
cambio climático, el Tribunal se 
reafirma en reconducir el ejercicio 
de las competencias por niveles de 
gobierno en función de la materia 
concreta (González Ríos, 2024). 

En consecuencia, dado que 
la mayoría de las materias sobre 
las que incide la legislación climá-
tica afectan a competencias con-
currentes entre el Estado central 
y las comunidades autónomas y 
entidades locales, la minoración 
de la eventual conflictividad in-
tergubernamental dependerá de 
la articulación de vías de partici-
pación en los procesos de toma 
de decisiones. Al efecto, resulta 
ilustrativa la inclusión de una 
mayoría de vocales a propuesta 
de las comunidades autónomas y 
entidades locales en la Comisión 
de Coordinación en materia de 
residuos (art. 13, Ley 7/2022) (29).

Específicamente, respecto de 
las relaciones intergubernamen-
tales en aras de lograr la neutra-

Lo anterior precipita tres con-
secuencias directas desde la con-
frontación de los desarrollos de 
federalismo fiscal con la realidad 
institucional española. El tamaño 
de la externalidad climática reco-
mienda la asunción de un papel 
relevante por parte del nivel cen-
tral, pues el reto climático incide 
en las bases y coordinación del 
conjunto de la actividad econó-
mica que, en el caso de nuestro 
país, es competencia del Esta-
do central (art. 149.1.13.ª CE). 
En segundo lugar, en aras del 
principio de subsidiariedad debe 
permitirse la mayor participación 
posible de los niveles subcen-
trales de Gobierno. Finalmente, 
la compatibilización de las dos 
consecuencias anteriores precisa 
de la conformación de institu-
ciones formales e informales que 
contribuyan a la cooperación 
intergubernamental. 

En el caso de España, estas 
tres cuestiones parece que han 
sido abordadas, en parte, si-
guiendo las recomendaciones 
de la teoría. En primer lugar, los 
objetivos de mitigación y adap-
tación climáticas se están aco-
metiendo con la aprobación de 
una creciente legislación básica, a 
la que se ha hecho referencia en la 
sección segunda de este traba-
jo. Así, el principal mecanismo 
de gobernanza para alcanzar la 
neutralidad climática, conteni-
do en la Ley 7/2021, de 20 de 
mayo, de cambio climático y 
transición energética, es el Plan 
Nacional Integrado de Energía y 
Clima (PNIEC), 2021-2030 en su 
versión actual, que es elaborado 
por el Gobierno central (28). En 
el mismo sentido, opera el Plan 
Nacional de Adaptación al Cambio 
Climático (PNACC) 2021-2030 
(art. 17. Ley 7/2021), también lide-
rado por el Estado central. 

En segundo lugar, el estable-
cimiento de estos marcos gene-

partida para aprehender el im-
pacto sectorial de conseguir la neu-
tralidad climática en España estriba 
en no circunscribirla tan solo al 
logro de la transición energética 
(23). Dicho con otras palabras, 
las políticas para lograr la des-
carbonización y la lucha contra 
el cambio climático no se agotan 
en los procesos productivos o en 
el propio sector energético, sino 
que plantean retos transversales 
desde el punto de vista de la 
salud pública o del consumo, 
como personifica la apuesta a 
escala europea por lograr una 
economía circular (24). Desde el 
punto de vista de la atribución 
de responsabilidades entre ni-
veles de Gobierno, sintomático 
de todo lo antedicho resulta la 
inexistencia de un título compe-
tencial «cambio climático», que 
complica la ya compleja distribu-
ción de funciones entre niveles 
de Gobierno (García Roca, 2014) 

(25). 

En consecuencia, la transver-
salidad de las medidas que se 
precisan para paliar los efectos 
del cambio climático y alcan-
zar los objetivos de neutralidad 
climática asumidos por España 
complican la atribución exclusiva 
de competencias entre niveles de 
gobierno, pues inciden en nume-
rosos títulos competenciales; la 
mayoría de los cuales, además, 
resultan concurrentes entre, al 
menos, dos niveles territoriales 
de la Administración (cuando 
no entre tres, como en el caso 
del urbanismo, la gestión de los 
recursos hídricos e, incluso, la 
energía en sentido amplio [26]). 
En suma, las medidas relacio-
nadas con el cambio climático, 
como subraya la doctrina ju-
rídica, se proyectan de forma 
predominante sobre competen-
cias concurrentes y compartidas 
(ilustrativamente, Alda-Fernán-
dez y Ramos, 2024; González 
Ríos, 2024) (27). 
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nadas con la consecución de 
aquellos pueden incentivar tanto 
la eficiencia como la eficacia en 
el uso de los fondos (Martínez-
Vázquez y Zahir, 2023; Doug-
herty y Montes, 2023). Desde 
el punto de vista de las comu-
nidades autónomas destaca la 
inclusión de criterios medioam-
bientales y de sostenibilidad para 
la obtención de fondos de la 
Unión Europea, como los que 
presiden el reparto en comisión 
sectorial del Fondo de Transición 
Justa (Reglamento 2021/1056) o 
los fondos asociados a los Planes 
de Impulso al Medio Ambiente. 
En términos generales, con base 
en la regulación comunitaria que 
asocia la percepción de fondos 
para alcanzar los objetivos de 
adaptación y neutralidad climá-
ticas a la condicionalidad, esta 
se ha incorporado y reforzado a 
nivel interno. 

Finalmente, por lo que se re-
fiere a la relación entre los límites 
al endeudamiento y el cambio 
climático, en el caso español hay 
que destacar tres ideas. En pri-
mer lugar, el fin de la suspensión 
de las reglas fiscales supone que, 
en ausencia de circunstancias 
excepcionales catastróficas, que 
confiamos en que no se produz-
can, el acometimiento de la neu-
tralidad climática debe lograrse 
en el marco de la estabilidad y 
sostenibilidad financieras de las 
Administraciones públicas. En 
segundo lugar, el margen fiscal 
con el que cuentan varios Esta-
dos de la Unión Europea con los 
niveles de deuda pública más 
elevados, entre los que se en-
cuentra España, son reducidos. 
De ahí que, en tercer término, 
la enormidad del desafío climá-
tico haya matizado de facto la 
vigencia de las reglas fiscales, si 
se tiene en cuenta el programa 
de emisión de deuda que viene 
liderando la Comisión Europea 
(incluso sin contar a día de hoy 

las metas marcadas por la legis-
lación, así como los eventuales 
gastos excepcionales para com-
batir y adaptarse a fenómenos 
climáticos adversos y extremos 
(Gagliardi et al., 2022), requiere 
de una minoración de la sensibi-
lidad de la recaudación al ciclo 
económico... y de la aprobación 
de figuras tributarias que sustitu-
yan a medio plazo a algunas de 
las vigentes con el fin de mante-
ner el nivel de ingresos públicos. 
En este punto, con perspectiva 
general, debe asumirse que la 
consecución de los objetivos de 
neutralidad climática necesa-
riamente va a impactar en la 
recaudación de algunas figuras 
tributarias cuyas bases imponi-
bles están conectadas con la pro-
ducción, distribución o consumo 
de combustibles fósiles.

A pesar de ello, en línea con 
la literatura que ha identificado 
debilidades asociadas a la des-
centralización del poder fiscal 
en España (Comité de Expertos, 
2017; Muñoz y Suárez, 2018; 
Martínez-Vázquez et al., 2019; 
De la Fuente, 2024), ni las comu-
nidades autónomas ni las entida-
des locales cuentan con compe-
tencias suficientes para liderar la 
adaptación del sistema fiscal al 
impacto del cambio climático. 
Como sendos y recientes ejem-
plos de tributos aprobados por 
las Cortes Generales emergen el 
impuesto especial sobre enva-
ses de plástico no reutilizables, 
antedicho, o el impuesto sobre 
el depósito de residuos en verte-
deros, la incineración y la coin-
cineración de residuos, ambos 
contenidos en la Ley 7/2022, 
cedido éste a las comunidades 
autónomas. 

Entroncando la argumenta-
ción con la capitalidad del sis-
tema de transferencias para el 
logro de los objetivos climáticos, 
la inclusión de variables relacio-

lidad climática, la transversalidad 
anticipada de la materia ha su-
puesto dos consecuencias en la 
práctica institucional de nuestro 
país. De un lado, que no exista 
una comisión sectorial «cam-
bio climático» (Galera Rodrigo  
et al., 2023). Y, de otro lado, que 
ganen preeminencia las relaciones 
entre Gobiernos, precisamente a 
través de comisiones sectoriales, 
sobre el diálogo entre parlamentos 
(Alda-Fernández y Ramos, 2024); 
en línea con el papel creciente de 
los ejecutivos que viene observán-
dose en sistemas multinivel desde 
la irrupción de la COVID-19. 

En otro orden de cosas, el 
cumplimiento de los objetivos 
asumidos por España para lograr 
la neutralidad climática también 
se proyecta sobre la asignación 
de competencias de ingresos 
entre niveles de gobierno. En el 
caso de España, todos los niveles 
territoriales de la Administración 
cuentan con competencias para 
establecer tributos –no imposi-
tivos en el caso de las entidades 
locales– ligados al logro de la 
neutralidad climática. 

Dentro de este contexto, como 
se ha puesto de relieve en la sección 
anterior, la tributación en el marco 
del cambio climático se asocia 
con la imposición medioam-
biental, que tiene mucho reco-
rrido en el caso de nuestro país  
(Comité de Personas Expertas, 
2022; Cadaval Sampedro et al., 
2024; Directorate-General for 
Taxation and Customs Union, 
2024). Sirva como ilustración al 
efecto que casi todas las inno-
vaciones impositivas en tribu-
tos propios de las comunidades 
autónomas se relacionan con 
la imposición medioambiental 
(Ministerio de Hacienda, 2024).

Sin embargo, el acometimien-
to de las grandes inversiones 
necesarias para la observancia de 
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ble mejorar la coordinación 
vertical y horizontal entre 
niveles de Gobierno (Nelson 
et al. 2014; Smoke y Cook, 
2022). En primer lugar, son 
imprescindibles mecanismos 
de coordinación vertical para 
garantizar que los objetivos 
medioambientales, normal-
mente decididos en el ámbi-
to internacional y asumidos 
por los Gobiernos nacionales, 
puedan ser implementados 
eficientemente si participan 
los gobiernos subcentrales. 
En este sentido, la potencia-
ción de planes nacionales 
de acción (ya utilizados en 
España) deben seguir sien-
do un buen instrumento de 
coordinación vertical entre 
niveles de gobierno. También 
la existencia de órganos de 
coordinación vertical entre 
Gobiernos regionales y lo-
cales pueden ser efectivos, 
como es el caso de las áreas 
metropolitanas, donde sue-
len participar ambos tipos 
de Gobiernos.

De forma más novedosa, y 
derivado de la necesidad de re-
forzar la calidad institucional y 
coordinación de las relaciones 
intergubernamentales, resulta-
ría muy positivo que la Confe-
rencia de Presidentes ejerciese 
el liderazgo en las labores de 
coordinación, a la que debería 
sumarse la Comisión Nacional 
de Administración Local, como 
«órgano permanente para la 
colaboración entre la Adminis-
tración General del Estado y la 
Administración local» (30). Si 
bien las comisiones sectoriales 
son necesarias y pueden agilizar 
el impulso de políticas concretas, 
la enormidad e importancia del 
problema climático requieren 
de un enfoque más global y con 
capacidad de influencia transver-
sal sobre los niveles inferiores de 
Gobierno. Además, la necesaria 

de las rutas migratorias o el impac-
to sobre todas las áreas financiero-
presupuestarias de los Estados de 
las medidas tendentes a alcan-
zar la descarbonización (respec-
tiva e ilustrativamente, Beltran y  
Hadzi-Vaskov, 2023; FMI, 2023). 
En consecuencia, desde el punto 
de vista de la economía pública se 
ha aceptado que el cambio climá-
tico abre una nueva agenda (De 
Mello y Martínez-Vázquez, 2022). 

Con la motivación de con-
tribuir al diseño de políticas 
públicas en España, el primer 
objetivo de este trabajo se ha 
centrado en confrontar los nue-
vos desarrollos del federalismo 
fiscal con la praxis que se está 
desarrollando en nuestro país 
para el acometimiento del reto 
climático. Sobre la base del aná-
lisis realizado, se ofrecen algu-
nas propuestas de reforma. 

Del análisis realizado se de-
duce que, mientras la asignación 
de funciones entre niveles de go-
bierno y la utilización preferente 
de transferencias condicionadas 
parece seguir las recomendacio-
nes de la teoría, desde el punto 
de vista tributario los niveles sub-
centrales de Gobierno siguen 
adoleciendo de una insuficiencia 
financiera en términos de ingre-
sos propios.

Llegados a este punto, la miti-
gación de los efectos del cambio 
climático y la adaptación a la 
nueva realidad ofrece la opor-
tunidad de aprobar reformas 
que faciliten el acometimiento 
del reto climático en España. 
Siguiendo las áreas fundamen-
tales de análisis de federalismo 
fiscal, nuestras propuestas son 
las siguientes:

1º. Dado el carácter transversal y 
concurrente de las competen-
cias con incidencia medioam-
biental, resulta imprescindi-

desde el punto de vista financie-
ro con ingresos fiscales suficien-
tes para acometer la devolución 
de la misma). Con los recursos 
obtenidos, canalizados de forma 
importante en los Fondos Next 
Generation, se está facilitando 
precisamente que los Estados 
miembros, destacadamente 
España, puedan alcanzar los ob-
jetivos climáticos fijados a escala 
europea.

V.	 CONSIDERACIONES 
FINALES: ALGUNAS 
PROPUESTAS PARA 
ESPAÑA 

La nueva realidad climática ya 
condiciona transversalmente el 
diseño de las políticas públicas 
en la mayoría de los Estados. La 
mitigación del cambio climático 
y la adaptación de las sociedades 
a sus efectos define un problema 
de gobernanza global que no 
puede embridarse sin que los 
Estados ejerzan un liderazgo des-
tacado, especialmente en aque-
llos más afectados por el riesgo 
climático.

Ese es el caso de España que, 
además, como Estado miembro 
de la Unión Europea, se ha situa-
do a la vanguardia de la aproba-
ción de una agenda legislativa 
en aras de lograr la descarboni-
zación de la economía y la adap-
tación a los efectos del cambio 
climático. Sin embargo, el propio 
objetivo de alcanzar la neutra-
lidad climática supone no solo 
configurar medidas relacionadas 
con la reducción de emisiones, 
sino integrar la variable climática 
justamente como la clave de bó-
veda de la acción pública. 

El cambio climático proyecta 
sus efectos sobre todos los ámbi-
tos de la esfera de influencia de 
los sectores públicos. Un ejemplo 
de ello es la relación entre la nueva 
realidad climática y el incremento 



143
PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 182, 2024. ISSN: 0210-9107. «RETOS PENDIENTES DEL SECTOR PUBLICO ESPAÑOL»

JORGE MARTÍNEZ-VÁZQUEZ · JOSÉ MANUEL TRÁNCHEZ-MARTÍN · EDUARDO SANZ-ARCEGA

como el impuesto sobre bienes 
inmuebles (IBI) (Muñoz Merino 
y Suárez Pandiello, 2018). Pro-
puestas como el establecimiento 
de un impuesto turístico local a 
nivel nacional o, también en el 
caso del nivel local, la adecua-
ción de las tarifas por consu-
mo de agua a la nueva realidad 
climática, devienen como dos 
simples ejemplos de esta opor-
tunidad para el rediseño del con-
junto del sistema tributario (31). 

3º. El sistema de transferencias 
puede ser útil para mejorar los 
incentivos de los Gobiernos 
subnacionales para que de-
sarrollen políticas medioam-
bientales propias, o bien in-
corporen objetivos verdes de 
forma transversal en otras 
políticas. Una experiencia in-
teresante en este ámbito es 
la puesta en funcionamiento 
de «transferencias fiscales in-
tergubernamentales verdes» , 
según las cuales se otorgarían 
transferencias condicionadas 
a aquellos Gobiernos subcen-
trales que desarrollan proyec-
tos medioambientales (Busch 
et al., 2021). 

Teniendo en cuenta que las 
líneas de actuación en España, 
también por influencia de la 
Unión Europea, están siguien-
do esta estela, a nivel interno 
la incorporación de variables 
medioambientales en las fórmu-
las de asignación de transferen-
cias incondicionadas (verticales u 
horizontales) destinadas a otras 
políticas también podría refor-
zar el carácter transversal de la 
acción climática (Dougerthy y 
Montes, 2023). 

Estas fórmulas de transferen-
cias condicionadas verticales re-
sultan especialmente oportunas 
cuando, como ocurre en el ám-
bito de numerosas competencias 
locales, desde niveles de gobier-

coordinada de todos los niveles 
de Gobierno afectados. Ilustrati-
vamente, la exposición del sector 
residencial al cambio climático 
implica que la cuantía de las in-
versiones a realizar desborda 
la capacidad financiera de no 
pocas entidades locales; por lo 
que, como se propone líneas 
abajo, surge la necesidad cierta 
de articular transferencias condi-
cionadas verticales.

2º. La exigencia de los objetivos 
de descarbonización y adap-
tación de la economía debe 
aprovecharse como una opor-
tunidad para rediseñar tanto 
el sistema tributario como, 
en última instancia, la finan-
ciación de todos los niveles 
territoriales de la Administra-
ción, avanzando en la suficien-
cia de todos ellos. Afrontar el 
reto climático va a suponer, 
a medio plazo, cambios en el 
peso relativo de la recaudación 
de algunos impuestos y, se ha 
enfatizado, ya está implicando 
el acometimiento de grandes 
inversiones. 

Por ello, en el ámbito de la 
tributación medioambiental pa-
rece deseable la aprobación de 
una ley marco, a fin de evitar 
distorsiones al tráfico mercan-
til (Comisión Expertos, 2017), 
o, simplemente, reconocer la 
idoneidad de ampliar el catá-
logo de tributos del Gobierno 
central, como en el caso del 
impuesto especial sobre enva-
ses de plástico no reutilizables 
(Manzano Silva, 2022). 

Dada la inexistencia de com-
petencias para la creación de im-
puestos en el ámbito local, sería 
muy recomendable la ampliación 
de sus fuentes de ingresos, así 
como la ampliación de sus com-
petencias para modular la carga 
tributaria en impuestos menos 
sensibles al ciclo económico, 

concurrencia de las entidades 
locales en muchas políticas sec-
toriales aconseja su involucración 
al más alto nivel de coordinación 
intergubernamental.

Por todo ello, quizá también 
sería positivo que todos los nive-
les de Gobierno tuvieran un res-
ponsable perteneciente al con-
sejo de gobierno, idealmente, 
vicepresidencias o vicealcaldías, 
que actuase como coordinador 
ad intra de todas las políticas 
climáticas (como ocurre en el 
caso del Estado central en re-
lación con el Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico). De esta forma, a 
su vez, estos responsables po-
drían conformar una comisión 
intergubernamental con visión 
transversal sobre el diseño y 
ejecución del conjunto de polí-
ticas climáticas.

En segundo lugar, la exis-
tencia de órganos de coordina-
ción horizontal a nivel regional 
o local, como los consorcios, 
puede permitir un mejor diseño 
de las políticas, sobre todo cuan-
do existe presencia de efectos 
desbordamiento o de economías 
de escala. Además, estas ins-
tituciones permiten introducir 
mecanismos de seguimiento y 
cooperación que inciden positi-
vamente en la provisión de servi-
cios concretos.

Por último, un ámbito de la 
lucha contra el cambio climá-
tico donde las necesidades de 
coordinación se muestran in-
dispensables es en las políticas 
para tratar las situaciones de 
emergencia derivadas de eventos 
climáticos extremos. Las actuacio-
nes de prevención, que requerirán 
de grandes inversiones, deberían 
ser asignadas a los Gobiernos 
locales, pero las actuaciones de 
respuesta y recuperación debe-
rían contar con una actuación 
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sus políticas públicas. De ahí 
la oportunidad de mejorar 
la captación de información 
estadística, para lo cual puede 
resultar idóneo un programa 
de transferencias vertical y 
con desembolsos ligados a 
objetivos. 

De tener éxito, además, se 
debería trabajar en confeccio-
nar indicadores y medidas de 
comparación estandarizados 
que puedan servir de referen-
cia para comparar experien-
cias de políticas públicas y 
detectar las mejores prácticas. 
Entroncando con la necesidad 
de coordinación y coopera-
ción intergubernamentales, 
los Gobiernos subnacionales 
deberían estar representados 
en los foros nacionales o in-
ternacionales donde se acuer-
den dichos estándares. 

6º. La aceptación por la ciu-
dadanía de las políticas pú-
blicas para afrontar el cam-
bio climático es la condición 
para que estas puedan tener 
continuidad. Algunas de las 
políticas contra el cambio 
climático generan costes y 
obligan a cambios relevantes 
en el comportamiento de los 
ciudadanos. En este punto, 
aunque el cambio climáti-
co es reconocido como un 
riesgo grave por la inmensa 
mayoría de la ciudadanía, 
la necesidad de justificar las 
causas y explicar los efectos 
de las medidas resulta crucial 
para lograr el apoyo de toda 
la sociedad. Dicho de otra 
manera, no solo basta con 
apelar a la conciencia climá-
tica individual, sino que las 
políticas públicas deben ser 
contempladas como eficaces 
y, además, deben arrojar un 
coste-beneficio positivo para 
la mayoría de la sociedad 
(Lázaro Touza et al., 2024; 

no superiores se han establecido 
objetivos climáticos ambiciosos; 
o también cuando se trata de 
paliar o recuperarse del impacto 
de desastres naturales. En ambos 
casos, las necesidades de inver-
sión desbordan la capacidad fi-
nanciera de una gran mayoría de 
entidades locales españolas.

4º. En lo que respecta a la es-
tabilidad presupuestaria, la 
mayor exposición relativa de 
España al cambio climático en 
el seno de la Unión Europea 
podría motivar la creación de 
un fondo de reserva orienta-
do justamente a prevenir y 
paliar los efectos de desastres 
climáticos, desgraciadamente 
cada vez más frecuentes. A 
pesar de que las reglas de 
estabilidad se suspendieron 
con motivo de la pandemia 
COVID-19, ya se han reactiva-
do, y las proyecciones climáti-
cas para nuestro país ofrecen 
una panorámica de histéresis 
en relación con la emergencia 
de fenómenos climatológicos 
adversos. La creación de un 
fondo, a semejanza y com-
plementario al Fondo de Soli-
daridad de la Unión Europea, 
contribuiría a contar con una 
reserva adicional de recursos 
y afectada a paliar los efectos 
de desastres climáticos. 

5º. Como cuestión transversal, y 
señalada por la literatura a 
nivel comparado, emerge la 
necesidad de mejora continua 
en la calidad y disponibili-
dad de datos con los que, a 
su vez, mejoraría la capaci-
dad para evaluar las políticas 
contra el cambio climático 
(Dougherty y Montes Nebre-
da, 2023). La ventaja de países 
más descentralizados, como  
España, es que cuentan con Go-
biernos subcentrales con mayor 
preocupación por profundizar 
en los efectos territoriales de 

en el mismo sentido para el 
conjunto de la Unión Euro-
pea, como se ha anticipado, 
Comisión Europea, 2022. 

Confiamos en que las pro-
puestas anteriores puedan con-
tribuir a que España aborde el 
reto climático con más efectivi-
dad, eficacia y equidad. La tarea 
es urgente y no es pequeña. 

NOTAS

(*) Los autores agradecen a Santiago 
Lago-Peñas por sus comentarios, que han 
estimulado una mejora del manuscrito 
inicial. Eduardo Sanz-Arcega agradece la 
financiación del Gobierno de Aragón y 
del Fondo Europeo de Desarrollo Regio-
nal (proyecto S23_R20).

(1) La Ley 7/2021, de 20 de mayo, de 
cambio climático y transición energéti-
ca, sobre la que se volverá en las siguien-
tes secciones del trabajo, constituye un 
ejemplo de esta integración transversal.

(2) Quizá por ello, el crecimiento expo-
nencial de la literatura que tiene como 
objeto de estudio aprehender las múl-
tiples aristas del cambio climático trae 
causa de las aportaciones e implicacio-
nes de organizaciones internacionales 
como el Fondo Monetario Internacional, 
el Banco Mundial o la OCDE. Desde el 
punto de vista de la ciencia económica 
en su conjunto, sintomática de la nueva 
realidad resulta la rúbrica de la lección 
magistral del premio nobel William D. 
Nordhaus al definir el cambio climáti-
co como un mal global que constituye 
«el reto definitivo para la economía» .El 
contenido completo del discurso puede 
encontrarse en Nordhaus (2018): https://
www.nobelprize.org/uploads/2018/10/
nordhaus-lecture.pdf (última consulta, 
20/08/2024).

(3) Para un detalle más pormenorizado 
del impacto del cambio climático en 
nuestro país véase, justamente, el docu-
mento reseñado del Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográ-
fico (2020), que contiene el Plan Nacio-
nal de Adaptación al Cambio Climático 
2021-2030, en cuyo primer apartado se 
resumen los impactos meteorológicos 
derivados del cambio climático.

(4) Idéntico resultado se ha eviden-
ciado desde el punto de vista de los 
ciudadanos; son los menos pudientes 
los que en mayor medida se encuen-
tran expuestos al impacto regresivo de 
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de evaluación, tanto en su concepción 
como por lo que hace a la valoración 
de sus resultados. Sirva como ejemplo 
de esta importancia la guía que ofrece 
el Banco Mundial (2020) sobre buenas 
prácticas para la aprobación y fiscaliza-
ción de la legislación enmarcada en la 
lucha contra el cambio climático.

(19) La existencia de órganos de coordi-
nación horizontal a nivel regional o local 
(como los consorcios o, en el ámbito local, 
las autoridades metropolitanas) pueden 
permitir un mejor diseño de las políticas, 
pues introduce mecanismos de seguimien-
to y colaboración que mejora ampliamen-
te la provisión ordinaria de servicios. Como 
ilustración adicional, la articulación de 
planes nacionales de acción puede ser un 
buen instrumento de coordinación vertical 
entre niveles de Gobierno. 

(20) El gravamen sobre la energía sue-
le ser cuantitativamente el más impor-
tante, y por razones de eficiencia y de 
unidad de mercado tiene una asigna-
ción centralizada y apenas existen casos 
donde se haya descentralizado estos 
impuestos. Al contrario, como ejemplo 
adicional, Gatto y Montes (2021) reco-
gen el fenómeno de la competencia fis-
cal en los recargos sobre el agua entre 
localidades suizas. 

(21) En este sentido, la literatura presen-
ta una ininterrumpida discusión en torno 
a la configuración del mix fiscal óptimo; 
por ejemplo, en el papel de la tributación 
sobre la riqueza (Piketty et al., 2023). Un 
hecho que, a nuestro juicio, debe ser 
abordado en el ámbito de la descarbo-
nización, dado que precisamente el éxi-
to de impuestos pigouvianos es, en de-
finitiva, lograr una menor recaudación a 
través del incentivo que proponen para 
el cambio de comportamientos. 

(22) A nivel internacional, incluso se ha 
propuesto la implantación de transferen-
cias entre Estados a fin de que los menos 
desarrollados tengan los recursos sufi-
cientes para lograr la descarbonización 
de sus economías (Black et al., 2024).

(23) Entendiendo esta, a su vez, no solo 
como la mera sustitución de energías 
fósiles por renovables, sino también te-
niendo en cuenta el ahorro y la eficien-
cia energéticas (González Ríos, 2024).

(24) Que, en el caso de España, se ha juri-
dificado a nivel interno, por ejemplo, en la 
Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos con-
taminados para una economía circular. 

(25) Y, por consiguiente, que complica 
en aún mayor medida la visibilidad por 

(11) Sobre una revisión reciente y más 
profusa sobre los desarrollos del federa-
lismo fiscal, cuya estela parcialmente si-
gue este epígrafe, véase Martínez-Vázquez 
et al. (2024).

(12) Sobre la asignación del poder fiscal 
entre niveles de gobierno, en el que se 
basan los resultados expuestos, véase 
Tiebout (1956), Musgrave (1959), Oates 
(1972), Bird (1993), Martínez-Vázquez 
(2015) y Ter-Minassian (2020).

(13) Para una revisión más en profun-
didad de cada uno de los objetivos ex-
puestos, véase Boadway y Shah (2007) 
o Lago et al. (2024).

(14) Así, por ejemplo, los programas 
de energía nuclear son considerados en 
Francia favorables al cambio climático, 
pero en otros países no. Desde el punto 
de vista de la cuantificación, incluso el 
uso de datos COFOG (Classification of 
the Functions of Government) a nivel 
de la OCDE tiene algunos problemas 
y presenta resultados infraestimados  
(Dougherty y Montes Nebreda, 2023): 
a) utiliza una definición de actividades 
con impacto ambiental bastante res-
trictiva; b) los programas de gasto re-
levante tienen naturaleza transversal y 
no siempre se concentran en una única 
función presupuestaria; c) las cifras in-
formadas por los distintos países no son 
sistemáticas y presentan problemas de 
comparabilidad.

(15) Una discusión más extendida sobre 
estas cuestiones se encuentra en el re-
ciente trabajo de Blazey y Lelong (2022).

(16) Un repaso de interés de estas 
aportaciones positivas se puede ver en 
Dougherty y Montes Nebreda (2023) 

(17) En este sentido, una importante 
ventaja de la asignación descentraliza-
da puede venir por la vía de la capta-
ción y el manejo de la información. En 
aquellos países con un mayor grado de 
descentralización en sus políticas es más 
habitual la preocupación por una reco-
gida de datos y de elaboración de indi-
cadores a nivel más desagregado, para 
poder realizar comparaciones intergu-
bernamentales en la implementación 
de políticas. Esta experiencia puede ser 
buena también para elaborar indicado-
res medioambientales estandarizados y 
comparables que permitan una mejor 
evaluación de estas políticas (Dougherty 
y Montes Nebreda, 2023). 

(18) La magnitud del reto normativo 
debe quedar acompañado de una téc-
nica y procesos legislativos susceptibles 

los desastres naturales (Budina et al., 
2023). Estos resultados se acrecientan, 
además, en contextos instituciona-
les con mayores niveles de corrupción 
(Cevik y Tovar Jalles, 2023b). Especial 
mención en este punto merecen tam-
bién los sectores más expuestos a la 
emergencia de desastres naturales. Un 
ejemplo de ello, en relación con el sec-
tor inmobiliario en Jamaica, es el traba-
jo de Spencer (2023).

(5) En este trabajo, sobre un impac-
to sectorial internacional, se discute la 
eventual externalización de la conta-
minación hacia países menos desarro-
llados. La evidencia que encuentra, al 
margen de industrias concretas, para 
las que sí se halla el impacto anterior, es 
que no resulta concluyente para el con-
junto de la economía.

(6) En este sentido, en un reciente Eu-
robarómetro (Comisión Europea, 2022) 
se preguntó a los ciudadanos sobre las 
actitudes hacia las políticas climáticas. 
Los resultados mostraron que las actitu-
des hacia dichas políticas venían condi-
cionadas por el nivel de renta: el grupo 
de ingreso más bajo mostraba en media 
menos apoyo a las políticas climáticas y 
afirmaba que dichas políticas se imple-
mentaban sin tener en cuenta conside-
raciones de equidad.

(7) Se trata del marco legislativo acu-
ñado Paquete Objetivo 55 que, como 
se ha indicado, eleva el objetivo inicial 
en quince puntos porcentuales. Una 
síntesis de los compromisos asumidos 
por España en el marco de la legisla-
ción comunitaria puede consultarse en 
el siguiente enlace del Ministerio para 
la Transición Ecológica y el Reto Demo-
gráfico: https://www.miteco.gob.es/es/
cambio-climatico/temas/mitigacion-po-
liticas-y-medidas/objetivos.html (última 
consulta, 20/08/2024).

(8) De acuerdo con la Ley 7/2021, de 20 
de mayo, de cambio climático y transición 
energética, sobre la que se volverá más 
adelante, el conjunto de la economía espa-
ñola debe reducir sus emisiones, al menos, 
en un 23 por 100 para 2030 (art. 3.1.a).

(9) De hecho, en el trabajo de la OCDE 
(2020) referenciado se consigna que 
105 de los 160 Objetivos de Desarrollo 
Sostenible con relevancia medioam-
biental presentan posibilidades de ac-
ción para los Gobiernos subcentrales.

(10) Plataforma sobre Adaptación al 
Cambio Climático en España. Para más 
información, puede consultarse el si-
guiente enlace: https://adaptecca.es/
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los ciudadanos de las acciones que des-
empeña cada nivel de gobierno, ya de 
por sí escasa (ilustrativamente, Herrero 
et al., 2018).

(26) A modo de ejemplo resultan las or-
denanzas municipales sobre uso de ener-
gías renovables en el marco legislación 
central y subcentral, que avaló el Tribunal 
Supremo (González Ríos, 2024: 63).

(27) De hecho, para cumplir con las 
obligaciones derivadas del derecho 
comunitario, la doctrina del Tribunal 
Constitucional al efecto indica que 
debe seguirse la distribución compe-
tencial existente (ilustrativamente, SSTC 
148/1998 o 15/2018). Una reciente re-
visión de las obligaciones que impone 
el derecho comunitario en materia de 
transición energética puede verse en 
González Ríos (2024).

(28) En términos jurídicos, dado que 
los objetivos de descarbonización traen 
causa de objetivos medioambientales, el 
Tribunal Supremo (sentencia de 24 de 
julio de 2023) ha refrendado la validez 
de que el PNIEC haya sido aprobado 
centralmente, tal y como refiere Gonzá-
lez Ríos (2024: 57). El Plan fue aproba-
do por Resolución de 25 de marzo de 
2021, conjunta de la Dirección General 
de Política Energética y Minas y de la 
Oficina Española de Cambio Climático, 
por la que se publica el Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 16 de marzo 
de 2021, por el que se adopta la ver-
sión final del Plan Nacional Integrado de 
Energía y Clima 2021-2030 (BOE de 31 
de marzo de 2021).

(29) Como ejemplo adicional, desde el 
punto de vista de legislación en proceso 
de tramitación, destaca el Proyecto de 
Ley de Movilidad Sostenible, que también 
incide en la constitución de instrumentos 
de participación de comunidades autóno-
mas y entidades locales (arts. 8 y 9, BOCG 
de 23 de febrero de 2024: 35 y 36).

(30) Art. 117, Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local.

(31) Respectiva e ilustrativamente sobre 
una discusión de ambas iniciativas, véa-
se Chico de la Cámara (2023) y Arbués y 
García-Valiñas (2020).
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